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Exp. 347/2022-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 347/2022/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: COMISIÓN EJECUTIVA ESTATAL DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS DEL ESTADO DE  SAN LUIS POTOSÍ Y COMISIONADO EJECUTIVO DE LA H. COMISIÓN EJECUTIVA ESTATAL DE ATENCIÓN A VICTIMAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ

	MAGISTRADA: MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S. L. P., primero de febrero de dos mil veintitrés. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 347/2022/2, promovido por la C. ********** señalando como autoridades demandadas a la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, y Comisionado Ejecutivo de la H. Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí. 
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el once de mayo de dos mil veintidós, la C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, y Comisionado Ejecutivo de la H. Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Victimas del Estado de San Luis Potosí, por el acto que a continuación se precisa:
“El acuerdo administrativo de prescripción emitido por la Autoridad demandada en fecha 25 de Febrero de 2022 dentro del Expediente Interno **********”

II.- Mediante proveído de dieciséis de mayo de dos mil veintidós, se requirió a la parte actora para que dentro del término de cinco días, exhibiera el acto impugnado consistente en el acuerdo administrativo de prescripción emitido por la Autoridad demandada en fecha veinticinco de febrero de dos mil veintidós dentro del expediente interno **********.

III.- Por auto de fecha trece de junio de dos mil veintidós, se tuvo a la parte actora por contestando el requerimiento de fecha diecisiete de mayo de dos mil veintidós, y en donde exhibió el original de la resolución que impugna, dictada dentro del expediente interno **********, así mismo aclaro lo siguiente:

“Atendiendo a lo anterior y de manera oportuna manifiesto a manera de aclaración que el acto impugnado en esta causa administrativa lo es la resolución de fecha 25 de Febrero de 2022, al caso emitida con motivo de la solicitud de reparación patrimonial que fuese enderezada en contra de la COMISION EJECUTIVA ESTATAL DE ATENCIÓN A VICTIMAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ cuya constancia fuera ya exhibida adjunta al escrito inicial de demanda; y no un diverso acuerdo administrativo de prescripción, que si bien en un momento fue emitido este constituyó la materia del trámite y resolución del juicio administrativo ********** del índice de la PRIMERA SALA UNITARIA  de este TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMNISTRATIVA.”

 Motivo de lo anterior, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, emplazándolas para que dentro del término de diez días manifestaran lo que a su derecho conviniera, con el apercibimiento que de no contestar la demanda dentro del plazo que le fue indicado, se declararía la preclusión del derecho correspondiente para hacerlo y, se les tendría, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

IV.- En proveído de fecha doce de agosto de dos mil veintidós, se tuvo al Licenciado ********** en su carácter de Comisionado Ejecutivo y titular de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas en el Estado de San Luis Potosí, por dando contestación a la demanda entablada en su contra; por lo que se ordenó correrle traslado a la parte actora.
Por otra parte, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo como pruebas de las partes, las siguientes:

A la parte actora:  

1.- La confesional expresa primera y segunda que señala en el capítulo de pruebas del escrito inicial de demanda.

2.- Copia fotostática simple de la resolución de fecha veinticinco de febrero de dos mil veintidós, dictada en el expediente ********** documental que constituye el acto impugnado. 

3.- Copias digitalizadas de las constancias que integran el expediente ********** dentro del cual se dictó la resolución impugnada en este juicio, remitido por la autoridad demandada anexa a su contestación de demanda.

4.- La instrumental de actuaciones y la Presuncional legal y humana.

5.- Por lo que respecta a la documental que ofreció como prueba consistente en copia certificada del expediente de responsabilidad administrativa ********** del Índice de la Contraloría General del Estado; toda vez que la parte actora anexo a su escrito de demanda acuse de recibido de la petición que formuló a la citada autoridad en fecha once de mayo de dos mil veintidós, por lo que se ordenó girar atento oficio a dicha autoridad, para que remitiera a este Tribunal, copia certificada del expediente anteriormente citado.

A la autoridad demandada:
1.- Dos discos compactos que exhibió la autoridad demandada anexo  a su contestación, y que refiere contienen la digitalización de las constancias que integran el expediente que sirvió de base para la emisión de la resolución impugnada en este juicio.

2.- Instrumental de actuaciones; 

3.- Presuncional lógica, legal y humana; y

V.- En proveído de fecha veintisiete de septiembre de dos mil veintidós, se tuvo a la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, por solicitando prorroga a fin de dar cumplimiento con requerimiento formulado en el proveído dictado el doce de agosto de dos mil veintidós, en virtud de que el expediente de responsabilidad administrativa ********** del índice de la Contraloría General del Estado, señalando que dicha prueba se encuentra conformado por cinco tomos.
VI.- En proveído de fecha veintiocho de octubre de dos mil veintidós, se tuvo a la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado por dando cumplimiento al requerimiento que se le formuló en el auto dictado el doce de agosto de dos mil veintidós; por lo que se le tuvo a la parte actora por ofreciendo como prueba las constancias que integran el expediente de responsabilidad administrativa **********.

Por último, se señalaron las once horas del veintinueve de noviembre de dos mil veintidós, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita.

VII.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes; se dio cuenta del escrito de demanda y de contestación, y se hizo relación de las constancias; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza; en etapa de alegatos, se certificó que fueron formulados únicamente por la autoridad demandada; finalmente se citó para resolver y se turnó el expediente para elaborar el proyecto respectivo.

CONSIDERANDO
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y un organismo público descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propios, en términos de lo dispuesto en el numeral 84 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí, con motivo de la emisión de un acto administrativo dictado en agravio de un particular, en ejercicio de las facultades de la citada autoridad.

SEGUNDO.- La parte actora, acreditó su interés jurídico de conformidad con  el  artículo  231 del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí, toda vez que acompañó el documento consistente en el **********, documento fundatorio visible en fojas 33 a la 45 de los presentes autos; con el valor probatorio que le confiere el artículo 72 fracción I del citado Código.
**********Respecto a la autoridad demandada; compareció el Licenciado ********** en su carácter de Director General y Encargado de Despacho de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas en el Estado de San Luis Potosí; personalidad que quedo acreditada en auto de fecha doce de agosto de dos mil veintidós.
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La existencia del acto impugnado, queda plenamente demostrada con los documentos descritos en el Resultando tercero y Considerando Segundo de esta sentencia, los cuales corren agregados a los autos de este expediente, generándose así los efectos legales correspondientes; documento público, los cuales ya fueron debidamente valorados.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En primer término se debe de manifestar que la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda, manifiesta que el acto impugnado fue emitido bajo los principios de legalidad y debido proceso, pues se atendió a lo dispuesto en la ley de Responsabilidad Patrimonial para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, estableciendo una adecuada fundamentación y motivación.
Por otra parte, la autoridad demandada hace valer diversas excepciones como la de sine actione legis, falta de derecho, e imprecisión de la demanda, ello en virtud de que el acto impugnado se encuentra debidamente fundado y motivado, y que cumple con los elementos establecidos por el artículo 164 y 165  del Código Procesal Administrativo del Estado.

A juicio de esta Sala Unitaria las causales de sobreseimiento y las excepciones hechas valer por la autoridad demandada, resultan ser improcedentes, ya que las mismas son de resolverse en el fondo del asunto. 

 Por otra parte, y de conformidad con lo establecido en el último párrafo del artículo 228, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento sin que advirtiera que en la especie se actualizara causal de improcedencia o sobreseimiento alguna, por lo que resulta procedente entrar al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte Actora en su escrito de demanda, se localizan de fojas de la 10 a la 19 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO."
SEXTO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, procede al estudio del primer concepto de impugnación que hizo valer el demandante en el escrito de demanda, en el cual medularmente plantea lo siguiente:
Que existe una omisión de parte de las autoridades demandadas de atender con estricto apego al principio de legalidad y debido proceso aquello que es impuesto por el artículo 23 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí que se constituye en un evidente ejercicio nocivo de la potestad pública de recibir y atender una demanda de reparación patrimonial, de parte de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí, a través de su Comisionado Ejecutivo y niega a la suscrita el beneficio del principio de debido proceso, pues consecuencia de esa determinación, se cometieron diversas violaciones procesales.

Que dichas omisiones de trámite, que resultan trascedentales y de las cuales es posible decir se le limito y privo en forma absoluta de su legítimo derecho de defensa jurídica tutelado a grado de garantía constitucional, puesto que contrario al deber que le resultaba a las autoridades demandadas, optaron con una inusual oficiosidad y ligereza de análisis jurídico al pronunciarse en forma anticipada y parcial en concluir que no le asiste la titularidad de un derecho sustantivo generador de la acción intentada, atribuyéndose facultades jurisdiccionales propias de un juzgador del orden civil al referir como fundamento de su resolutivo de fecha veinticinco de febrero de dos mil veintidós la no acreditación en forma legítima y efectiva del derecho de propiedad y/o posesión del bien inmueble de cuya desposesión se duele.

A juicio de esta Segunda Sala Unitaria el concepto de impugnación que en este acto se analiza, resulta ser fundado y suficiente para declarar la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada.

En primer término, y para un mayor entendimiento de la presente resolución, se estima necesario realizar la transcripción del artículo 23 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, mismo que dicta de la siguiente manera:

ARTÍCULO 23. Recibida la reclamación, el titular de la entidad involucrada emplazará al servidor público a quien se le atribuya la lesión, a efecto de que en un plazo no mayor de cinco días hábiles dé contestación y ofrezca las pruebas que a sus intereses convengan. Acto continuo se abrirá un periodo a prueba por un término de diez días hábiles, durante el cual se desahogarán las pruebas ofrecidas que así lo ameriten. 

Dentro del procedimiento, no serán admisibles las pruebas de posiciones, ni aquellas que contravengan la moral, las buenas costumbres o el orden público. 

Concluido el periodo probatorio, el titular de la entidad pondrá el expediente a la vista de las partes por tres días hábiles para que formulen alegatos. Vencido este plazo, el titular de la entidad emitirá resolución debidamente fundada y motivada, en un plazo no mayor de diez días hábiles. 

La resolución que emita la entidad deberá contener por lo menos los elementos a que se refiere el artículo 28 de la presente Ley.

Del artículo anteriormente transcrito se desprende el siguiente procedimiento:
(i) que una vez recibida la reclamación, el titular de la entidad involucrada emplazará al servidor público a quien se le atribuya la lesión, para el efecto de que en un plazo no mayor de cinco días hábiles de contestación y ofrezca las pruebas que a sus intereses convinieren;
(ii) posteriormente se abrirá un periodo a prueba por un término de diez días hábiles, durante el cual se desahogarán las pruebas ofrecidas que así lo ameriten;

(iii) concluido el periodo probatorio, el titular de la entidad pondrá el expediente a la vista de las partes por tres días hábiles para que formulen alegatos;

(iv) vencido dicho plazo, el titular de la entidad emitirá resolución debidamente fundada y motivada, en un plazo no mayor de diez días hábiles. 


Ahora bien, del estudio de la resolución impugnada de fecha veinticinco de febrero de dos mil veintidós, documental que obra a foja de la 33 a la 45 del expediente en el que se actúa, la cual se valora de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se advierte de su simple lectura, que la autoridad demandada resuelve la misma, sin haber otorgado a la parte actora el periodo de prueba, ni el derecho de formular los alegatos correspondientes.


Motivo de lo anterior, se tiene que la autoridad demandada controvierte lo dispuesto por el artículo 23 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, así como el artículo 14 Constitucional, ello al no respetar el debido proceso; por lo que se considera decretar la ilegalidad e invalidez de dicha resolución.


En consecuencia, con fundamento en los artículos 250, fracción II y IV, 251 y 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la nulidad lisa y llana de la resolución de fecha veinticinco de febrero de dos mil veintidós, para el efecto de que la autoridad demandada, realice el procedimiento previsto por el artículo 23 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y una vez agotado dicho procedimiento resuelva en definitiva el mismo.

En virtud de todo lo anterior, esta Juzgadora se abstiene de entrar al estudio y análisis de los restantes argumentos expresados por la parte actora en su escrito inicial de demanda, toda vez que cualquiera que fuese su resultado no cambiaría el sentido del presente fallo.

Encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:

“CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”


Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, fracción X, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 217, 248, 249 y 250, fracciones II y IV, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:


PRIMERO.- La Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ilegalidad, invalidez y nulidad lisa y llana de la resolución de fecha veinticinco de febrero de dos mil veintidós; por lo que se le deja sin efecto legal alguno, ello de acuerdo con los fundamentos, motivos y para los efectos, expuestos en el Considerando Sexto de esta sentencia.


TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por correo a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
